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DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA. LA INGESTA 

DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS COMO EXIMENTE 

IMPERFECTA DE RESPONSABILIDAD 
Sumilla. La determinación judicial de la pena 
alude a un procedimiento técnico y 
valorativo cuya función esencial es servir al 
órgano jurisdiccional para llevar a cabo la 
individualización de las sanciones penales. 
En ese análisis cognitivo el juzgador también 
debe observar, eventualmente, las causales 
de disminución de punibilidad y las reglas de 
bonificación procesal. 
Este Supremo Tribunal encuentra 
parcialmente apropiado, para el caso 
concreto, el criterio esgrimido con relación al 
consumo de alcohol y considera atendible 
un impacto de baja intensidad en la 
capacidad de culpabilidad (disminución) 
del agente, configurándose así la eximente 
imperfecta de responsabilidad, lo que de 
ningún modo puede entenderse como un 
factor de inimputabilidad (anulación de la 
capacidad). En ese sentido, sí es factible 
considerar dicha circunstancia para el 
estadio de determinación de la pena, no 
obstante, será en su justa dimensión. 

Lima, diez de marzo de dos mil veintitrés 

VISTO: el recurso de nulidad 

interpuesto por el representante del Ministerio Público-Primera Fiscalía Superior 

Penal de Lima Sur, contra la sentencia del veintidós de diciembre de dos mil 

veinte (folios 416 a 430), emitida por la Sala Penal Permanente de la Corte 

Superior de Justicia de Lima Sur. Mediante dicha sentencia se condenó a 

Jesús Eduardo Castillo Sanchez como autor del delito de violación sexual de 

menor de edad (previsto en el artículo 173 del Código Penal), en agravio de la 

menor identificada con las iniciales M. P. V. Como consecuencia, se le 

impuso veinticinco años de pena privativa de libertad —extremo recurrido—, y 

fijaron en veinte mil soles el monto por reparación civil. 

De conformidad, en parte, con la Fiscalía Suprema en lo Penal. 

Intervino como ponente el juez supremo Guerrero López. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. MARCO LEGAL DE PRONUNCIAMIENTO 

El recurso de nulidad está regulado en el artículo 292 del Código de 

Procedimientos Penales (en adelante, C de PP) y constituye el medio de 

impugnación de mayor jerarquía entre los recursos ordinarios del 
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ordenamiento procesal peruano1. Está sometido a motivos específicos y no 

tiene (salvo las excepciones de los artículos 330 y 331) efectos suspensivos, de 

conformidad con el artículo 293 del mismo texto procesal. El ámbito de 

análisis de este tipo de recurso permite la revisión total o parcial de la causa 

sometida a conocimiento de la Corte Suprema, tal y como lo regula el 

contenido del artículo 298 del C de PP. 

SEGUNDO. IMPUTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA 

2.1. De acuerdo con el Dictamen Acusatorio N.º 239-2020-1FSP-DFLS 

formulado por el Ministerio Público (a folios 348 a 361), el 28 de enero de 2020, 

aproximadamente a las 18:40 horas, cuando la menor identificada con las 

iniciales M. P. V. (13) salía con el procesado Jesús Eduardo Castillo Sánchez 

de la tienda en donde este expende carne por ser trabajador de la tía de la 

agraviada, con destino a su vivienda ubicada en la avenida Belisario Suarez 

N.° 1287 del distrito de San Juan de Miraflores, provincia y departamento de 

Lima, este le dijo que primero pasarían por su cuarto para avisarle a su 

cuñado que iba a llegar tarde.  

Al llegar, la hizo entrar con engaños. En el interior la habría empujado hacia 

la cama y abusado de ella sexualmente, bajo la amenaza de que si no se 

dejaba o le contaba a alguien iba a matar a su hermana, porque tenía un 

hermano que era sicario.  

La menor le contó a su hermana lo sucedido y esta, a su vez, a su tía, quien 

interpuso la denuncia en la comisaría. 

2.2. Este hecho fue subsumido en el artículo 173 del Código Penal (en

adelante CP) vigente al momento de los hechos, modificado por el artículo 1 

de la Ley N.° 30838, publicada el cuatro de agosto de dos mil dieciocho, 

cuya descripción legal es la siguiente: 

Artículo 173. Violación sexual de menor de edad 

El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otro acto análogo 

con la introducción de un objeto o parte del cuerpo por alguna de las dos primeras 

vías, con un menor de catorce años, será reprimido con pena de cadena perpetua. 

1 Cfr. MIXÁN MASS, Florencio, en SAN MARTÍN CASTRO, César Eugenio. Derecho procesal 
penal. Lima: Grijley, 2014, p. 892. 
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TERCERO. FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE NULIDAD 

El Ministerio Público, a través de la Primera Fiscalía Superior Penal de Lima 

Sur, al fundamentar el recurso de nulidad (folios 441v a 444v), en el extremo de 

la determinación de la pena privativa de libertad, señaló esencialmente lo 

siguiente: 

3.1. La sentencia expedida vulneró el derecho a la debida motivación, el 

mismo que importa que los jueces, al resolver las causas, expresen las 

razones o justificaciones objetivas que los lleva a tomar una determinada 

decisión. 

3.2. Asimismo, se vulneró el principio de legalidad al no resolverse conforme 

con los parámetros fijados por ley, pues se le ha impuesto al condenado 

una pena reduciendo cuantías no establecidas legalmente, lo que no se 

corresponde con el principio de proporcionalidad y lesividad al bien jurídico 

protegido, más aún que es un delito pluriofensivo. 

3.3. Finalmente, cuestiona la motivación y legalidad de la decisión 

adoptada por el Colegiado, que determinó reducir la pena solicitada al 

acusado por debajo del mínimo legal, valorando únicamente el consumo 

de bebidas alcohólicas como eximente imperfecta de responsabilidad 

penal. 

CUARTO. DICTAMEN DEL MINISTERIO PÚBLICO 

Mediante Dictamen N.° 09-2022-FSP-MP-FN (folios 80-90 del cuadernillo), la Fiscalía 

Suprema de Familia opinó que se declare haber nulidad en la sentencia 

impugnada, en el extremo de la pena, debiendo reformarse por la que 

legalmente correspondía, el de condena perpetua. 

QUINTO. ÁMBITO DEL RECURSO DE NULIDAD 

Este Supremo Tribunal se limitará a resolver lo expresado en los agravios 

invocados en el recurso de nulidad, de acuerdo con lo prescrito en el 

numeral 1 del artículo 300 del C de PP (principio conocido como tantum devollutum

quantum apellatum). Se tiene en cuenta que el derecho a la impugnación 
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constituye el ejercicio de un derecho fundamental, y la competencia del 

órgano de revisión está delimitada objetiva y subjetivamente precisamente 

por los cuestionamientos expresados en los medios impugnatorios (agravios), 

salvo los supuestos excepcionales de nulidades absolutas. 

SEXTO. ALGUNAS PRECISIONES SOBRE LA DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA 

6.1. La determinación judicial de la pena: “Es la institución referida a una de 

las consecuencias jurídicas que se impone al responsable por la comisión de 

un delito”2. Esta institución alude a un procedimiento técnico y valorativo 

cuya función esencial es servir al órgano jurisdiccional para llevar a cabo la 

individualización de los castigos penales, tanto en sus aspectos cualitativo 

(el tipo de pena), cuantitativo (extensión) y ejecutivo (efectiva o suspendida)3. Es 

por ello que Demetrio Crespo4 distingue dos modalidades de 

individualización judicial de la pena: i) en sentido estricto, que alude al tipo 

y cantidad de pena que se aplicará al agente del delito; ii) en sentido 

amplio, referido a la decisión sobre la aplicación o no de la suspensión de la 

ejecución de la pena y otros sustitutivos penales. 

6.2. Actualmente, en el artículo 28 del CP se regulan los tipos de penas: 

privativa de libertad, restrictiva de la libertad, limitativas de derechos y 

multa. En esta ocasión, nos centraremos en explicar solo los castigos penales 

de privación de libertad, el cual, desde el siglo XIX es en todo el mundo la 

columna vertebral del sistema de penas5.  

6.3. La pena privativa de libertad se encuentra regulada en el artículo 29 del 

CP, modificado por el Decreto Legislativo N.º 982, el cual prescribe que la 

pena privativa de libertad puede ser temporal o de cadena perpetua. En el 

primer caso, tendrá una duración mínima de dos días y una máxima de 

treinta y cinco años. Como se aprecia, coexisten dos modalidades de 

2 VÁSQUEZ GUEVARA, Erick Rony. La flexibilización del principio de legalidad en la 
determinación judicial de la pena. En: Gaceta Penal, marzo 2020, pp. 74-75. 
3 Cfr. PRADO SALDARRIAGA, Víctor Roberto. La dosimetría del castigo penal. Modelos, reglas 
y procedimientos. Lima: Ideas, 2018, pp. 188-189. 
4 Cfr. DEMETRIO CRESPO, Eduardo. Notas sobre la dogmática de la individualización de la 
pena. En: PRADO SALDARRIAGA, Víctor y otros. Determinación de la pena. Lima: Instituto 
Pacífico, 2015, pp. 78-79. 
5 Cfr. ZAFFARONI, Eugenio Raúl. La cuestión criminal. Buenos Aires: Editorial Planeta, tercera 
edición, 2012, p. 309.  
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castigos privativos de libertad: pena privativa de libertad temporal y pena 

privativa de libertad de cadena perpetua. Este tipo de pena se caracteriza 

porque afecta la libertad personal del agente del delito.  

6.4. En el caso de la pena privativa de cadena perpetua, esta es de 

naturaleza atemporal e indeterminada, pero revisable luego de haber 

cumplido treinta y cinco años de sanción y, de ser el caso, extinguible.  

6.5. Al haberse superado la discusión sobre la constitucionalidad de la 

cadena perpetua, la misma que debe ser aplicada en justos términos; surgió 

otro problema interpretativo en torno a este tipo de castigo penal, y es la 

dosimetría de la pena cuando concurren causales de disminución de 

punibilidad y/o reducción por bonificación procesal. Actualmente, la praxis 

judicial ha optado mayoritariamente por una posición individualizadora y de 

menor rigor en aquellas situaciones, que consistiría en la imposición de una 

pena privativa de libertad temporal de treinta y cinco años; criterio 

interpretativo que contiene soporte legal6.  

6.6. Por su parte, debemos señalar que ya se ha precisado que las causales 

de disminución de punibilidad7 no son circunstancias atenuantes —menos 

aún privilegiadas; si bien las llamadas “atenuantes privilegiadas” tienen un soporte 

legal en el inciso 3, del artículo 45-A, del CP, no se ha identificado normativamente 

cuáles serían esas circunstancias—, en tanto ellas no están fuera del delito, sino 

que se construyen dentro de él como parte de su estructura, de su grado de 

realización, o desde los niveles de intervención de los autores o partícipes. 

Entonces, la característica esencial de las causales de disminución de 

punibilidad es que no son externas al delito, como sí lo son las circunstancias 

atenuantes (conocidos también como elementos accidentales del delito, que 

atenúan la punibilidad). Por esa razón, el legislador alude con frecuencia a 

que su efecto es “disminuir prudencialmente la pena” y no “atenuarla”8. 

6 Se ha adoptado un criterio de disminución punitiva similar al que se contemplaba para el 
caso de la pena de internamiento en el inciso 1 del artículo 148 del Código Penal de 1924. Se 
debe reconocer que un antecedente histórico de la cadena perpetua fue la pena de 
internamiento que se reguló en el referido Código.  
7 Por punibilidad nos referimos al marco penal o pena conminada que corresponde a un 
determinado delito.  
8 En esa misma línea, la Casación N.º 66-2017/Junín y PRADO SALDARRIAGA, Víctor Roberto. La 
dosimetría del castigo penal. Modelos, reglas y procedimientos. Lima: Ideas, 2018, pp. 243-244. 
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6.7. Este Supremo Tribunal, como línea jurisprudencial, estableció que son 

causales de disminución de punibilidad la tentativa (artículo 16 del CP), las 

eximentes imperfectas (artículos 21 y 22 del CP), el error de prohibición 

vencible (artículos 14 y 15 del CP) y la complicidad secundaria (artículo 25 del 

CP); cuyo efecto de operatividad es la afectación de la extensión mínima 

de la punibilidad establecida para el delito, esto es, que siempre la 

disminución deberá operar por debajo del mínimo legal, teniendo como 

límite final, conforme lo plantea Prado Saldarriaga9, la pena concreta que el 

órgano jurisdiccional decida discrecionalmente, pero observando la 

proporcionalidad adecuada al caso. Estos efectos de disminución, sostiene 

el referido jurista10, se justifican según el tipo de causal, por los principios de 

lesividad (para la tentativa y complicidad secundaria) y culpabilidad (para el 

error de prohibición vencible e imputabilidad disminuida). 

SÉPTIMO. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

DE LA DETERMINACIÓN CONCRETA DE LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD IMPUESTA 

7.1. Al ser este el único extremo cuestionado de la sentencia, se va a 

verificar si los veinticinco años de pena privativa de libertad impuestos al 

encausado, ha sido debidamente motivada y determinada conforme a ley, 

o si, en su defecto, corresponde modificarla.

7.2. En ese sentido, se advierte que la Sala Superior al momento de dosificar 

la sanción penal a imponer al acusado (ver fundamento noveno de la sentencia 

cuestionada) consideró para la determinación judicial de la pena, la 

concurrencia de la causal de eximente de responsabilidad penal 

imperfecta por alteración de la conciencia y la capacidad de percepción, 

esto en razón a que el acusado se encontraba bajo la ingesta de bebidas 

alcohólicas, por ello se estimó una disminución de diez años por debajo del 

mínimo legal (la pena a imponerse debía ser la de cadena perpetua, la cual la Sala 

equiparó a treinta y cinco años), dando como pena concreta final, veinticinco 

años. 

9 En: La dosimetría del castigo penal. Modelos, reglas y procedimientos. Lima: Ideas, 2018, p. 246.  
10 En: La dosimetría del castigo penal. Modelos, reglas y procedimientos. Lima: Ideas, 2018, 
pp. 245-246. Bajo esa misma línea, ÁVALOS RORÍGUEZ, Constante Carlos. Determinación 
judicial de la pena. Nuevos criterios. Lima: Gaceta Jurídica, p. 150. 
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7.3. Respecto al extremo cuestionado, esto es, la disminución de la pena por 

debajo del mínimo legal, el Colegiado fundamentó la concurrencia de la 

causal eximente de responsabilidad penal imperfecta por alteración de la 

conciencia y la capacidad de percepción, en los siguientes argumentos (ver 

numeral 9.4 de la sentencia): 

Con ello referimos que, en el momento de la perpetración de los hechos, el acusado 
se encontraba bajo la ingesta de bebidas alcohólicas. En ese sentido, no obstante, a 
que no existe un certificado de dosaje etílico practicado, sin embargo, de la 
apreciación de los actuados, de cara a la dosificación de la pena, el Tribunal 
encuentra sólidas razones para asumir que el acusado, cuando perpetró los hechos, 
tenía una disminución de la capacidad de conciencia y percepción del mundo 
exterior. Ello lo apreciamos de la versión de la menor agraviada en la entrevista en 
cámara Gesell, que ha referido que el acusado ese día había estado bebiendo latas 
de cerveza, indicó la menor: "Compró más de esas latas, de Cristal", y que en el 
trayecto, mientras conducía el vehículo, se encontraba tomando (foja 38); siendo que 
esta circunstancia de haber estado el acusado tomando latas de cerveza, guarda 
correspondencia con lo referido por la testigo Dionisia Allccarima Janampa, quien ha 
indicado que cuando fueron con la policía al cuarto del acusado, luego de denunciar 
el hecho (al día siguiente de los hechos) había en el cuarto latas de cerveza y cigarro; 
lo que también refirió en su declaración preliminar la testigo (foja 16). 

Al respecto, es menester precisar que, tal como lo afirma la sentencia, en el 

caso concreto no se le practicó al agente examen (toxicológico o de 

alcoholemia) alguno que determine objetivamente su grado de alcohol en la 

sangre al momento de la comisión de los hechos (conforme con la imputación 

fáctica, aproximadamente 18:40 horas del 28 de enero de 2020). 

Además, se advierte que el consumo de bebidas alcohólicas por parte del 

recurrente no fue un fáctico postulado por el Ministerio Público en ninguna 

etapa del proceso, así como tampoco fue una circunstancia invocada por 

la defensa técnica del acusado, ni por su propia defensa material. Así, 

resulta lógico que no haya sido objeto de debate ni cuestionamiento por las 

partes procesales. 

7.4. Sin perjuicio de ello, no es menos cierto que es el relato de la menor 

agraviada el instrumento que brinda los alcances respecto a este hecho 

concreto, pues en su declaración en cámara Gesell manifestó haber visto al 

acusado “tomando latas de cerveza”, y que, frente al cuestionamiento de esta 

por dicha conducta, él le respondió que “por una lata no va a pasar nada”11. 

11 A folio 38. 



CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  SALA PENAL TRANSITORIA      
DE LA REPÚBLICA       RECURSO DE NULIDAD N.º 598-2022  

LIMA SUR 

8

Aunado a lo anterior, se tiene efectivamente la declaración preliminar de 

Dionisia Allccarima Janampa12 (tía de la agraviada), quien señaló que al día 

siguiente de los hechos, el 29 de enero de 2020, a las 14:30 horas, buscó al 

encausado en su domicilio, y al ingresar divisó unas latas de cerveza y 

cigarros. 

7.5. Frente a lo expuesto, consideramos de relevancia lo indicado en el 

fundamento tercero del Recurso de Casación N.° 2039-2019/ÁNCAS:  

En primer lugar, no basta el consumo de bebidas alcohólicas para que se entienda 
siempre disminuida la imputabilidad y la responsabilidad penal del sujeto. Cuando se 
trata de la ingesta de alcohol, es necesario determinar no solo los líquidos ingeridos o 
al menos la existencia del consumo junto con datos que permitan su valoración sino, 
además, es relevante establecer los efectos que ha causado en su capacidad para 
entender la ilicitud del hecho o para actuar conforme a esa comprensión. En 
segundo lugar, la eximente incompleta de embriaguez está reservada para aquellos 
casos de perturbaciones profundas de las facultades, que no llegan a su anulación 
total, pero dificultan de forma importante el entendimiento de la ilicitud del hecho 
cometido bajo sus efectos o su actuación. En estos supuestos, aunque no 
desaparece la capacidad de culpabilidad, se aprecia una seria disminución de la 
misma.  

7.6. En esa línea, el colegiado superior concluyó que el procesado, en el 

momento de la comisión delictiva, se encontraba bajo la ingesta de 

alcohol, y que era evidente que dicha situación disminuyó su estado de 

conciencia parcialmente –pero no la anulaba–, lo que conllevó a 

determinar “una pena menor” a la contemplada legalmente (cadena 

perpetua). 

Al respecto, este Supremo Tribunal encuentra parcialmente apropiado, para 

el caso concreto, el criterio esgrimido con relación al consumo de alcohol y 

considera atendible un impacto de baja intensidad en la capacidad de 

culpabilidad (disminución) del agente, configurándose así la eximente 

imperfecta de responsabilidad, lo que de ningún modo puede entenderse 

como un factor de inimputabilidad (anulación de la capacidad). En ese sentido, 

sí es factible considerar dicha circunstancia únicamente para el estadio de 

determinación de la pena, no obstante, será en su justa dimensión. 

7.7. En efecto, en concreto, cabe una disminución prudencial mínima, 

equiparable al escaso consumo de alcohol, pues una o dos latas de 

12 A folio 16. 
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cerveza no podrían haber producido un estado mayormente trascendente 

de inecuanimidad; sin embargo, pudo haber liberado impulsos antes 

sometidos, por ello la dosificación punitiva se regulará en esos estrictos 

términos.  

Esta posibilidad también se estableció en la Sentencia Plenaria N.º 1-

2018/CIJ-43313, que ante situaciones excepcionales se puede imponer una 

pena privativa de libertad temporal; una de estas situaciones son la 

concurrencia de causales de disminución de punibilidad14 o de reglas de 

reducción por bonificación procesal15. Esta reducción se realizará hasta el 

máximo de la pena temporal (ver fundamento 6.5 de la presente ejecutoria), 

resultando así la pena privativa de libertad de treinta y cinco años; criterio 

interpretativo que tiene soporte legal y jurisprudencial16. 

OCTAVO. SOBRE LA REPARACIÓN CIVIL E INTEGRAL DE LA VÍCTIMA 

8.1. La víctima tiene en el proceso penal, entre otros derechos, el de 

obtener una reparación integral del daño generado por la comisión del 

delito, la cual no puede limitarse a la compensación económica que se 

impone pagar al responsable del daño causado. 

8.2. No cabe duda de que el abuso sexual ocasiona afectación psicológica 

en las víctimas, fundamentalmente en los niños y niñas, dejando muchas 

veces graves secuelas que requieren ser atendidas, en principio, como 

parte de la reparación civil a cargo del agresor. El Estado no puede 

encontrarse al margen del deber de atender a las víctimas, a través de los 

sistemas de salud pública, la necesidad de evaluación y, en su caso, de 

brindar el tratamiento psicológico, terapias o la asistencia que resulte 

necesaria, según diagnóstico, ofreciéndole los medios necesarios para 

alcanzar su recuperación. 

13 Fundamento jurídico N.º 29. 
14 Este Supremo Tribunal, como línea jurisprudencial, estableció que son causales de 
disminución de punibilidad la tentativa (artículo 16 del Código Penal), las eximentes 
imperfectas (artículos 21 y 22 del Código Penal) y el error de prohibición vencible (artículos 14 
y 15 del Código Penal) y la complicidad secundaria (artículo 25 del Código Penal). 
15 En esa misma línea PRADO SALDARRIAGA, Víctor Roberto. La dosimetría del castigo penal. 
Modelos, reglas y procedimientos. Lima: Ideas, 2018, p. 271. 
16 En concordancia con el Recurso de Casación N.° 814-2017/Junín, Recurso de Nulidad N.° 
1454-2019/LIMA. 
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8.3. Por ello, para alcanzar una reparación integral de la víctima debe 

atenderse necesariamente a la recuperación del daño psicológico sufrido 

como consecuencia del hecho delictivo en su contra, en los delitos contra la 

indemnidad y libertad sexual, con especial atención en el caso de menores de 

edad y personas con discapacidad; por lo cual corresponde que en ejecución 

de sentencia se disponga que el Estado, en cumplimiento de lo expresamente 

establecido por el Código de los Niños y Adolescentes17, previa evaluación 

especializada, brinde tratamiento psicológico a la menor agraviada y a sus 

familiares —de ser el caso—, para su recuperación integral, para cuyos efectos se 

notificará a la parte agraviada. 

Dicho extremo también debe ser materia de integración, de conformidad 

con las facultades contempladas en el segundo párrafo del artículo 298 del 

C de PP18. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, acordaron: 

I. Declarar HABER NULIDAD en la sentencia del veintidós de diciembre de dos

mil veinte, emitida por la Sala Penal Permanente de la Corte Superior de

Justicia de Lima Sur, que condenó a JESÚS EDUARDO CASTILLO SÁNCHEZ como

autor del delito de violación sexual de menor de edad (previsto en el artículo 173

del Código Penal), en agravio de la menor identificada con las iniciales M. P.

V., en el extremo que le impuso veinticinco años de pena privativa de

libertad; REFORMÁNDOLA, le impusieron treinta y cinco años de pena

privativa de libertad.

17 Artículo 38. Programas para niños y adolescentes maltratados o víctimas de violencia 
sexual 
El niño o el adolescente víctimas de maltrato físico, psicológico o de violencia sexual merecen 
que se les brinde atención integral mediante programas que promuevan su recuperación física 
y psicológica. El servicio está a cargo del Sector Salud. Estos programas deberán incluir a la 
familia. 
El Estado garantiza el respeto de los derechos de la víctima en todos los procedimientos 
policiales y judiciales. El Promudeh promueve y establece programas preventivos de 
protección y atención, públicos y privados, tendentes a prevenir, atender y reducir los 
efectos de la violencia dirigida contra el niño o el adolescente. 
18 Artículo 298. Causales de nulidad 
[…] No procede declarar la nulidad tratándose de vicios procesales susceptibles de ser 
subsanados; o que no afecten el sentido de la resolución. Los jueces y tribunales están 
facultados para completar o integrar en lo accesorio, incidental o subsidiario, los fallos o 
resoluciones judiciales. 
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II. INTEGRAR la referida sentencia en cuanto SE DISPONE que el personal

especializado del Sector Salud de Lima (o donde ahora resida la agraviada) y

especialmente del distrito donde reside la agraviada, le brinde tratamiento

psicológico (de ser el caso, a su familia) con la evaluación de sus necesidades al

respecto; para tal efecto, en ejecución de sentencia se debe remitir el

oficio pertinente a la Dirección Regional de Salud con copia de esta

sentencia y la de primera instancia.

III. DISPONER se notifique la ejecutoria a las partes apersonadas a esta

instancia, se devuelvan los actuados a la sala superior de origen y se archive

el cuadernillo.

S. S.

BARRIOS ALVARADO

BROUSSET SALAS

CASTAÑEDA OTSU

PACHECO HUANCAS

GUERRERO LÓPEZ

IGL/jelch
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 RECURSO CASACIÓN N.° 1959-2021/AREQUIPA 
PONENTE: CÉSAR SAN MARTÍN CASTRO 

  Título: Causales de disminución de punibilidad. Medición de la pena 
Sumilla. 1. La minoría relativa de edad, el estado de ebriedad relativa y el retardo 
mental leve constituyen causales de disminución de la punibilidad, intrínsecas al delito, 
no circunstancias atenuantes privilegiadas (aun inexistentes en nuestro 
ordenamiento penal). Por ello, corresponde aplicar, en todo caso, los artículos 21 
y 22 del Código Penal: ha de disminuirse la pena, prudencialmente, siempre por 
debajo del mínimo legal. 2. La ingesta alcohólica dificulta la valoración del 
entorno y disminuye las facultades de control de la conducta. Afecta, por lo 
tanto, a la capacidad de conocer y a la capacidad de adecuar la conducta a ese 
conocimiento. Pero la cantidad de alcohol ingerida no es el único elemento 
valorable, ya que los efectos del alcohol dependen de numerosos factores, y se 
debe atender para su identificación y valoración a los hechos anteriores, 
simultáneos y posteriores al momento del delito. 3. El retardo mental es una 
perturbación de la personalidad de carácter endógeno que supone una 
desarmonía entre el desarrollo físico y somático del sujeto y su desarrollo 
intelectual o psíquico, constituyendo un estado deficitario de la capacidad 
intelectiva que afecta a su grado de imputabilidad. A estos efectos, debe 
apreciarse la “relación de sentido” entre el trastorno y la clase y características 
de la infracción cometida, para valorar adecuadamente la conexión o influencia 
de la patología sobre las facultades psíquicas determinantes del grado de 
imputabilidad del individuo. 4. El control casacional solo incide en la presencia 
de infracciones normativas y, en todo caso, cuando la pena impuesta es 
irrazonablemente inferior a la que corresponde en atención a la entidad del 
injusto y la culpabilidad por el hecho cometido. 

–SENTENCIA DE CASACIÓN–

Lima, treinta y uno de julio de dos mil veintitrés 

VISTOS; en audiencia privada: el recurso de casación, por 
las causales de inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material, 
interpuesto por el señor FISCAL SUPERIOR DE CAMANÁ  contra la sentencia de vista 
de fojas doscientos cinco, de cinco de abril de dos mil veintiuno, en cuanto 
revocando la sentencia de primera instancia de fojas ciento tres, de siete de 
septiembre de dos mil diecisiete, condenó a Luis Miguel Bastidas Estofanero como 
autor del delito de  violación sexual de menor de edad en agravio de L.Q.P. a cinco 
años de pena privativa de libertad y tratamiento terapéutico, así como al pago de 
diez mil soles por concepto de reparación civil; con todo lo demás que al respecto 
contiene. 
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

PRIMERO . Que el señor Fiscal provincial de la Fiscalía provincial Penal 
Corporativa de El Pedregal – Majes, Arequipa por requerimiento de fojas dos, de 
siete de abril de dos mil diecisiete, formuló acusación contra LUIS MIGUEL 
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BASTIDAS ESTOFANERO como autor del delito violación sexual de menor de edad en

agravio de L.Q.P.  
∞ El Juzgado de la Investigación Preparatoria de El Pedregal – Majes, previa 
audiencia de control de acusación, mediante auto de fojas setenta y seis del 
expediente judicial, de quince de mayo de dos mil diecisiete, declaró la procedencia

del juicio oral.   

SEGUNDO. Que el Juzgado Penal Colegiado de Camaná, tras el juicio oral, privado 
y contradictorio, dictó la sentencia de primera instancia de fojas ciento tres, de 
siete de septiembre de dos mil diecisiete, que condenó a LUIS MIGUEL BASTIDAS 

ESTOFANERO como autor del delito de violación sexual de menor de edad en agravio 
de L.Q.P. a quince años de pena privativa de libertad y tratamiento terapéutico, así 
como al pago de diez mil soles por concepto de reparación civil. 
∞ El encausado Bastidas Estofanero interpuso recurso de apelación por escrito de 
fojas ciento treinta, de diecisiete de octubre de dos mil diecisiete; concedido por 
auto de fojas ciento cuarenta, de dos de marzo de dos mil dieciocho. 

TERCERO. Que la Sala Mixta Descentralizada e Itinerante de Camaná de la Corte 
Superior de Justicia de Arequipa, declarado bien concedido el recurso de apelación 
del imputado y cumplido con el trámite impugnatorio en segunda instancia, emitió 
la sentencia de vista de fojas doscientos cinco, de cinco de abril de dos mil 
veintiuno, que confirmó la sentencia de primera instancia en cuanto condenó a LUIS 

MIGUEL BASTIDAS ESTOFANERO como autor del delito de violación sexual de menor

de edad en agravio de L.Q.P. a tratamiento terapéutico y fijó como la reparación 
civil la suma de diez mil soles; y, revocó la sentencia en la parte que impuso la pena 
de quince años de privación de libertad; reformándola: le impuso cinco años de 
pena privativa de la libertad. 
∞ Contra la referida sentencia de vista el señor Fiscal Superior interpuso recurso de

casación en el extremo del quantum de la pena privativa de libertad impuesta. 

CUARTO . Que los hechos objeto del proceso penal son los siguientes: 
A. El diecinueve de julio de dos mil dieciséis, a las veinte horas, el imputado Luis

Miguel Bastidas Estofanero, de diecinueve años de edad, se encontró con la
menor L.Q.P., de doce años de edad, en el Parque Media Luna de El Pedregal.
Luego de ponerse de acuerdo para libar licor, el citado imputado, su amigo de
nombre “Aedo” y la menor agraviada se dirigieron al parque de la Segunda
Etapa, El Pedregal, llevando un preparado (Black con gaseosa), pero corno
estaba haciendo frio fueron al domicilio de su amigo Elisbán Néstor Mestas
Mendoza, ubicado en la Parcela quinientos treinta y ocho, Sección “A” Los
Molles – El Pedregal.

B. Al finalizar la reunión, su amigo se retiró y el imputado se quedó con la
agraviada, quien le dijo que ya no podía ingresar a su domicilio en vista que
era demasiado tarde, por lo que se dirigieron a la casa de la madre del
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imputado, Ana María Estofanero Ccaca, ubicada en El Pedregal Sur, Manzana 
K-dos, Lote nueve, El Pedregal, Caylloma – Arequipa.

C. Una vez que llegaron a dicho inmueble, el imputado BASTIDAS ESTOFANERO

sacó dos colchones de su dormitorio para llevarlos a una habitación vacía que
se encuentra al costado de la cocina, donde ambos pernoctaron. En horas de la
madrugada del veinte de julio de dos mil dieciséis, el referido imputado le hizo
sufrir el acto sexual vaginal a la agraviada L.Q.P.

D. Luego de lo ocurrido, el encausado Bastidas Estofanero dejó a la agraviada
L.Q.P. durmiendo en uno de los colchones y él se fue a dormir a otra
habitación. Posteriormente, a las cinco horas, una de las hermanas del
imputado se percató que en la habitación desocupada se encontraba durmiendo
la menor agraviada, por lo que avisó a su madre, quien comunicó el hecho al
personal del Serenazgo.

E. El imputado BASTIDAS ESTOFANERO y la agraviada L.Q.P. fueron intervenidos
en la vivienda antes citada. El encausado reconoció que, a primeras horas del
veinte de julio de dos mil dieciséis, en el interior de una de las habitaciones
tuvo acceso carnal por la vía vaginal con la agraviada.

QUINTO . Que el señor FISCAL SUPERIOR en su escrito de recurso de casación de fojas 
cincuenta y dos, de veintiuno de abril de dos mil veintiuno, invocó como motivos 
de casación inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material (artículo 
429, incisos 1 y 3, del Código Procesal Penal –en adelante, CPP–). Argumentó que 
la pena impuesta por el Tribunal Superior no es proporcional; que la minoría 
relativa de edad es una causa de disminución de la punibilidad; que, en el presente 
caso, el encausado tenía secundaria completa y diecinueve años de edad; que no se 
tuvo en cuenta que la agraviada solo contaba con doce años de edad.  

SEXTO . Que, cumplido el trámite de traslado a las partes recurridas, este Tribunal 
de Casación, por Ejecutoria Suprema de fojas sesenta y siete, de tres de febrero de 
dos mil veintitrés, del cuaderno formado en esta sede suprema, declaró bien 
concedido el recurso de casación por las causales de inobservancia de precepto 
constitucional e infracción de precepto material: artículo 429, incisos 1 y 3, del CPP.  
 ∞ Corresponde examinar si se cumplieron las reglas de medición de la pena y si 
respetó el principio de proporcionalidad.  

SÉPTIMO . Que, instruido el expediente en Secretaría y señalada fecha para la 
audiencia de casación el día veinticuatro de julio del presente año, ésta realizó con 
la concurrencia del señor Fiscal Adjunto Supremo en lo Penal, doctor Jorge 
Antonio Bernal Cavero, cuyo desarrollo consta en el acta correspondiente.  

OCTAVO . Que, cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo día, de 
inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se acordó por 
unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación en los términos 
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que a continuación se consignan. Se programó para la audiencia privada de lectura 
de la sentencia el día de la fecha. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO . Que el análisis de la censura casacional, desde las causales de 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material, estriba en determinar si 
el Tribunal Superior al revocar la sentencia de primera instancia e imponer la pena 
privativa de libertad de cinco años infringió o no las reglas de determinación de la 
pena. 

SEGUNDO. Que el delito acusado y materia de condena: violación sexual de menor

de edad, está sancionado con una pena no menor de treinta años de privación de 
libertad ni mayor de treinta y cinco años, conforme a lo estipulado por el artículo 
173, primer parágrafo, numeral 2, del Código Penal, según la Ley 30076, de 
diecinueve de agosto de dos mil trece, vigente cuando se cometió el delito. 
∞ Los jueces de mérito, para fijar la pena, consideraron la minoría relativa de edad 
del encausado (diecinueve años), su estado de relativa ebriedad y el retardo mental 
leve que padece y que cursó estudios hasta el tercero de secundaria, sin 
circunstancias agravantes concurrentes en la comisión del delito. El rango de estos 
supuestos y su cualidad es lo que determinó la diferencia de penas: quince años 
para el Juzgado Penal y cinco años para el Tribunal Superior. 
∞ El Ministerio Público no objetó la pena impuesta en primera instancia (quince 
años de privación de libertad), solo lo hizo respecto de la sentencia de vista (cinco 
años de privación de libertad). 

TERCERO. Preliminar. Que la minoría relativa de edad, el estado de ebriedad 
relativa y el retardo mental leve constituyen causales de disminución de la punibilidad, 
intrínsecas al delito, no circunstancias atenuantes privilegiadas (aun inexistentes 
en nuestro ordenamiento penal). Por ello, corresponde aplicar, en todo caso, los 
artículos 21 y 22 del Código Penal: ha de disminuirse la pena, prudencialmente, 
siempre por debajo del mínimo legal. 
∞ 1. En cuanto a la minoría relativa de edad, el Acuerdo Plenario 4-2016/CIJ-116, de 
doce de junio de dos mil diecisiete (Fundamento Jurídico quince), ya estableció 
que esta causal de disminución debe aplicarse siempre, pues las excepciones no 
están permitidas por vulnerar el principio derecho de igualdad ante la ley. 
∞ 2. En lo concerniente a la ingesta alcohólica, se entiende que ésta dificulta la 
valoración del entorno y disminuye las facultades de control de la conducta. 
Afecta, por lo tanto, a la capacidad de conocer y a la capacidad de adecuar la 
conducta a ese conocimiento. Pero la cantidad de alcohol ingerida no es el único 
elemento valorable, ya que los efectos del alcohol dependen de numerosos 
factores, y se debe atender para su identificación y valoración a los hechos 
anteriores, simultáneos y posteriores al momento del delito [STSE 683/2007, de 17 
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de julio]. En el presente caso, se tiene la ingesta alcohólica (una bebida compuesta 
de alto contenido de alcohol) entre tres personas, la minoría relativa de edad del 
imputado y el hecho que tiene retardo mental leve. Por ello el nivel de disminución 
de sus facultades de control de la conducta eran mayores, lo que aumenta la 
intensidad de la disminución punitiva. 
∞ 3. En lo atinente al retardo mental leve, el perito psicólogo en el plenario precisó 
que tenía una inteligencia normal inferior al promedio y, cualitativamente, tenía 
aproximadamente una edad mental de quince a dieciséis años; además, no razona 
asertivamente, lo que determina que probablemente va estar metido en problemas. 
El retardo mental es una perturbación de la personalidad de carácter endógeno que 
supone una desarmonía entre el desarrollo físico y somático del sujeto y su 
desarrollo intelectual o psíquico, constituyendo un estado deficitario de la 
capacidad intelectiva que afecta a su grado de imputabilidad [STSE 840-2006, de 
20 de julio]. A estos efectos, debe apreciarse la “relación de sentido” entre el 
trastorno y la clase y características de la infracción cometida, para valorar 
adecuadamente la conexión o influencia de la patología sobre las facultades 
psíquicas determinantes del grado de imputabilidad del individuo [STSE 
509/2006, de 8 de mayo]. En el sub judice se trató de un hecho marcado por la 
relativa ebriedad y el impulso sexual de un joven con retardo mental, que tenía una 
falta de razonamiento asertivo –los hechos, además, no fueron violentos ni 
cometidos con especial engaño–. Ello importa que la disminución de la pena por 
debajo del mínimo legal debe ser relativamente intensa. 

CUARTO . Que, ahora bien, es de partir del mínimo legal de la pena prevista por el 
delito cometido: treinta años de pena privativa de libertad. Sobre esa base es de 
advertir que concurren tres causales de disminución de punibilidad, y no consta 
ninguna circunstancia agravante genérica. Además, el imputado, de diecinueve 
años de edad, solo llegó al tercer año de secundaria, no tiene antecedentes y vive 
con sus padres. El artículo 21 del Código Penal autoriza a disminuir 
prudencialmente la pena hasta límites inferiores al mínimo legal, determinación 
penológica que es flexible y deja al arbitrio del juez determinarla.  
∞ El control casacional solo incide en la presencia de infracciones normativas y, en 
todo caso, cuando la pena impuesta es irrazonablemente inferior a la que 
corresponde en atención a la entidad del injusto y la culpabilidad por el hecho 
cometido. En el sub lite, con independencia de determinadas concepciones 
jurídicas erróneas de los jueces de mérito, al confundir causas de atenuación 
privilegiada con causales de disminución de la punibilidad, la imposición de una 
pena por debajo del mínimo legal no infringe precepto legal alguno. Respecto del 
juicio de proporcionalidad, si se tiene en cuenta la lógica preventiva de la pena en 
atención al nivel de contrariedad con el ordenamiento jurídico y a la necesidad de 
afirmación del sistema normativo, y si se advierte el nivel disminuido de 
culpabilidad del imputado, específicamente de imputabilidad, no es posible concluir 
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que la pena impuesta, de cinco años de privación de libertad del imputado, es 
patentemente desproporcionada.  

QUINTO . Que, en conclusión, no se aplicaron erróneamente las reglas de 
determinación de la pena ni se afectó una norma imperativa. Los errores jurídicos 
que contiene la sentencia de vista, ya resaltados, no autorizan a casar dicha 
sentencia, por lo que es de aplicación el artículo 432, apartado 3, del CPP. El 
recurso acusatorio no puede prosperar. 

SEXTO . Que, en cuanto a las costas, es de aplicación el artículo 499, apartado 1, 
del CPP. No cabe la imposición de costas al Ministerio Público. 

DECISIÓN 

Por estas razones: I. Declararon INFUNDADO el recurso de casación, por las 
causales de inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material, interpuesto 
por el señor FISCAL SUPERIOR DE CAMANÁ  contra la sentencia de vista de fojas 
doscientos cinco, de cinco de abril de dos mil veintiuno, en cuanto revocando la 
sentencia de primera instancia de fojas ciento tres, de siete de septiembre de dos 
mil diecisiete, condenó a Luis Miguel Bastidas Estofanero como autor del delito de 
violación sexual de menor de edad en agravio de L.Q.P. a cinco años de pena 
privativa de libertad y tratamiento terapéutico, así como al pago de  diez mil soles 
por concepto de reparación civil; con todo lo demás que al respecto contiene. En 
consecuencia, NO CASARON la sentencia de vista. II.  Sin costas. 
III. ORDENARON  se transcriba la presente sentencia al Tribunal Superior para
la continuación de la ejecución procesal de la sentencia condenatoria;
registrándose. IV. DISPUSIERON se lea esta sentencia en audiencia privada, se
notifique inmediatamente y se publique en la página web del Poder Judicial.
INTERVINO  el señor Cotrina Miñano por vacaciones del señor Sequeiros Vargas.
HÁGASE saber a las partes personadas en esta sede suprema.

Ss. 

SAN MARTÍN CASTRO 

LUJÁN TÚPEZ 

ALTABÁS KAJATT 

COTRINA MIÑANO 

CARBAJAL CHÁVEZ 
CSMC/EGOT
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EL DELITO DE FEMINICIDIO Y LA PROPORCIONALIDAD DE LA PENA 

El delito de feminicidio es pluriofensivo, pues 
protege de forma general dos bienes jurídicos: 
igualdad y vida; igualdad porque busca combatir 
los actos de discriminación estructural que sufren las 
mujeres y proscribir los estereotipos de género, 
resultado de nociones que constituyen un 
obstáculo para el pleno goce de los derechos y las 
libertades de las mujeres en igualdad de 
condiciones. 
De acuerdo con el carnet del Consejo Nacional 
para la Integración de la Persona con 
Discapacidad, el acusado presenta discapacidad 
de disposición corporal, destreza y situación, pero 
estas discapacidades son solo deficiencias físicas y 
sensoriales, no anomalías psíquicas que alteren su 
conciencia o su percepción para impedirle 
comprender el carácter delictuoso de sus actos. 

En atención al principio de proporcionalidad y de 
dignidad humana esta Sala Suprema considera 
prudente imponerle una pena privativa de 
libertad de veintiún años y ocho meses. 

Lima, primero de octubre de dos mil diecinueve 

VISTOS: el recurso de nulidad interpuesto por 

el encausado Yoel Quispe Jorge contra la sentencia conformada (foja 419), del 

diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, emitida por la Cuarta Sala 

Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte 

Superior de Justicia de Lima, en el extremo que le impuso veinticinco años de 

pena privativa de libertad como autor del delito contra la vida, el cuerpo y la 

salud en la modalidad de feminicidio, en agravio de Dominica Yulula Véliz 

Caysahuana. De conformidad en parte con el dictamen del señor fiscal 

supremo en lo penal.  

Intervino como ponente la señora jueza suprema CHÁVEZ MELLA. 

CONSIDERANDO 

§ I. EXPRESIÓN DE AGRAVIOS

Primero. El procesado Yoel Quispe Jorge, en su recurso de nulidad (foja 428) 

cuestionó el quantum de la pena impuesta en la sentencia impugnada. Señaló 

que no se consideró su confesión sincera, pues aceptó haber cometido el 

hecho delictivo y no opuso resistencia al momento de su detención. Tampoco 
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se consideró su estado de salud (enfermedad de insuficiencia renal terminal, tuberculosis 

e hipertensión) que disminuye su calidad y tiempo de vida, si no se brindan las 

condiciones necesarias para su tratamiento adecuado. Además, no es posible 

su atención en un centro penitenciario.  

Como pretensión solicita que la pena impuesta se reforme a quince años de 

pena privativa de libertad, y la rebaja del monto de la reparación civil de S/ 80 

000 (ochenta mil soles) a S/ 20 000 (veinte mil soles).  

§ II. IMPUTACIÓN FISCAL

Segundo. De acuerdo con la acusación fiscal (foja 361), reiterada en el 

dictamen del señor fiscal supremo (foja 18 del cuadernillo supremo), el doce de 

marzo de dos mil dieciocho, aproximadamente a las 02:00 horas, en el interior 

del domicilio del acusado Yoel Quispe Jorge –asentamiento humano Sagrado 

Corazón de Jesús, segunda etapa, sector 30 de agosto, pasaje Las Rosas, distrito del Rímac– se 

produjo una discusión entre el acusado y su pareja sentimental, la agraviada 

Dominica Yulula Véliz Caysahuana, pues ella decidió culminar su relación 

sentimental. Cuando la agraviada se acostó, el acusado Quispe Jorge, 

provisto de una piedra de regular tamaño, la agredió con crueldad y alevosía 

en diferentes partes del cuerpo y le ocasionó lesiones en el cráneo; además, al 

ver que la víctima cayó por el costado derecho de la cama, utilizó una correa 

de cartera –elemento constrictor que colocó alrededor del cuello de la víctima– y la 

estranguló hasta causar su deceso por asfixia. Después, ocultó el cuerpo de la 

víctima bajo la cama, cerró la habitación y viajó al interior del país. 

Posteriormente, el veintiuno de marzo de dos mil dieciocho, el acusado fue 

intervenido por personal policial, mientras realizaba su tratamiento y terapia de 

diálisis en el Centro de Salud Renal de Essalud; finalmente, aceptó ser 

responsable del hecho.  

§ III. FUNDAMENTOS DEL TRIBUNAL SUPREMO

Tercero. Al inicio del juicio oral (foja 416), el encausado Quispe Jorge, con la 

autorización de su abogado defensor, se sometió a los alcances de la Ley 

número 28122, del trece de diciembre de dos mil tres, admitió su 
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culpabilidad y reconoció el hecho delictivo atribuido por el Ministerio 

Público (por tanto, los hechos imputados no necesitan pruebas, se tienen por ciertos y es 

por ello que todo cuestionamiento referido a pruebas y su valoración resulta totalmente 

impertinente). En mérito de ello, se declaró la conclusión anticipada del 

debate oral y se dictó la sentencia conformada respectiva, de la cual 

fluye que fue condenado como autor del delito contra la vida, el cuerpo y 

la salud en la modalidad de feminicidio, en agravio de Dominica Yulula 

Véliz Caysahuana.  

3.1. Se le impuso veinticinco años de pena privativa de libertad y se fijó como 

reparación civil la suma de S/ 80 000 (ochenta mil soles).  

Del recurso de nulidad se aprecia que los argumentos están destinados a 

cuestionar la primera consecuencia jurídica. En la parte in fine también se 

hace alusión a la consecuencia pecuniaria, sin mayor argumento sobre por 

qué se debe rebajar el monto por concepto de reparación civil. No obstante, 

solo corresponde emitir pronunciamiento respecto al extremo fundamentado, 

esto es, la pena privativa de libertad.  

3.2. La Sala Penal Superior valoró las circunstancias agravantes genéricas y 

específicas, y usó el sistema de tercios y los principios de proporcionalidad y 

razonabilidad para establecer la pena concreta.  

Cuarto. Corresponde a este Tribunal Supremo contrastar la legalidad, 

proporcionalidad y razonabilidad de la sanción impuesta. La aplicación de la 

pena engloba dos etapas secuenciales marcadamente definidas, la primera 

denominada “determinación legal” y la segunda rotulada como 

“determinación judicial”. En esta última fase atañe realizar un juicio sobre la 

presencia de circunstancias agravantes, atenuantes y/o cualquier otro factor 

de reducción o disminución de la pena.  

A. DETERMINACIÓN LEGAL

Quinto. El marco de punibilidad abstracto previsto para el delito imputado, 

feminicidio, previsto en los párrafos segundo (numerales 5 y 7) y tercero del 

artículo 108-B del Código Penal (Decreto Legislativo número 1323, del seis de enero de dos 
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mil diecisiete, vigente a la fecha de la comisión de los hechos), es de cadena perpetua. 

Sin embargo, el fiscal solicitó la imposición de una pena privativa de libertad 

de treinta años.  

El delito imputado es pluriofensivo, pues protege de forma general bienes 

jurídicos como la igualdad –material– y la vida; en ese orden de ideas, se 

destaca la igualdad porque –ampliando la interpretación establecida en el Acuerdo 

Plenario número 001-2016/CJ-116– busca combatir los actos de discriminación 

estructural que sufren las mujeres y pretende proscribir los estereotipos de 

género, que son resultado de nociones que constituyen un obstáculo para el 

pleno goce de los derechos y las libertades de las mujeres en igualdad de 

condiciones. 

B. DETERMINACIÓN JUDICIAL

Sexto. El principio de legalidad compele a que se ponderen todas y 

cada una de las causales de disminución o aumento de punibilidad, y las 

circunstancias de atenuación o agravación concurrentes, de acuerdo 

con su condición, naturaleza, dimensión y eficacia.  

6.1. Cabe señalar los presupuestos para fundamentar y determinar la sanción 

penal que prevé el artículo 45 del Código Penal, entre los que se encuentran 

las carencias sociales que hubiere sufrido el acusado, el nivel de su cultura y sus 

costumbres.  

En el caso concreto, el acusado Quispe Jorge, de acuerdo con su declaración 

(foja 26), tiene grado de instrucción secundaria incompleta, es pensionista de la 

ONP del Programa Conadis, de ocupación vendedor de golosinas en el Centro 

Materno Infantil y tiene treinta y tres años a la fecha de la comisión de los 

hechos, pues nació el dieciocho de octubre de mil novecientos ochenta y 

cuatro. Además, sufre de una enfermedad renal crónica y hepatitis (véase 

informes médicos, fojas 439 y 440). No registra antecedente judicial alguno (foja 418). 

De acuerdo con el carnet del Consejo Nacional para la Integración de la 

Persona con Discapacidad (foja 434), presenta discapacidad de disposición 
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corporal, destreza y situación1, pero estas discapacidades son solo deficiencias 

físicas y sensoriales, no anomalías psíquicas que alteren su conciencia o su 

percepción para impedirle comprender el carácter delictuoso de sus actos.  

Las circunstancias no justifican una rebaja por debajo del mínimo legal. Se trata 

de circunstancias genéricas de atenuación que solo permiten imponer la 

sanción dentro de los márgenes de la pena abstracta (cadena perpetua), según 

el artículo 46 del Código Penal (texto original).  

6.2. No se advierten causales de diminución de la punibilidad que permitan 

establecer la imposición de la sanción por debajo del límite inferior de la pena 

básica. En ese sentido, la pena concreta será de treinta años (pena solicitada por 

el fiscal).  

6.3. La aceptación de los cargos del imputado Quispe Jorge no se condice 

con la confesión sincera, pues no cumple con los requisitos establecidos en el 

Acuerdo Plenario número 5-2008/CJ-116. La confesión sincera, equivale a una 

admisión (i) completa –con cierto nivel de detalle que comprenda, sin omisiones

significativas, los hechos en los que participó–, (ii) veraz –el sujeto ha de ser culpable sin ocultar

datos relevantes del injusto investigado–, (iii) persistente –uniformidad esencial en las

oportunidades que le corresponde declarar ante la autoridad competente–; y, (iv) oportuna 

–en el momento necesario para garantizar y contribuir a la eficacia de la investigación–, a lo

que se aúna, a efectos de la cuantificación de la pena atenuada, (v) su nivel 

de relevancia. En el caso concreto, luego de cometer el hecho, el acusado 

huyó de la escena del crimen hacia la ciudad de Huancavelica, su autoría en 

el evento delictivo se conoció a través de la medida de localización y 

1 Véase los detalles de discapacidad:  
Corporal: referido a la dificultad de promover la subsistencia, tareas del hogar, recoger objetos del suelo, 
alcanzar: objetos, otra discapacidad de la función del brazo, para arrodillarse, para agacharse, otra 
discapacidad del movimiento del cuerpo, postural: mantener el equilibrio, otra discapacidad de la disposición 
del cuerpo. 
Destreza: Para adaptarse al entorno, otra discapacidad de la vida diaria, para manipular con los dedos, para 
agarrar, para sujetar, zurdería, discapacidad de coordinación, para controlar el pie, otra discapacidad del 
cuerpo, otra discapacidad de la destreza.  
Situación: Dependencia circunstancial, de la resistencia, Discapacidad relacionada a tolerancia a la 
temperatura, Relativa a tolerancia de otras características climáticas, Relativas a la tolerancia del sonido, 
Relativas a la iluminación, Relativa al estrés del trabajo, Relativa a la tolerancia de otros factores ambientales. Otra 
discapacidad de situación.  
Véase: 
http://www.inr.gob.pe/transparencia/prevencion/contenido/2016/3%20otros/C%C3%B3digos%20CIDDM.pdf
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geolocalización de su número telefónico y el de la víctima, aparatos que 

estuvieron en su poder. Por ese motivo fue intervenido por una orden judicial 

(foja 158). En ese sentido, la admisión de los cargos por parte del acusado se 

produjo después de las investigaciones que determinaron su vinculación con el 

delito de imputado.  

6.4. A favor del encausado Quispe Jorge solo converge su acogimiento a la 

conclusión anticipada del juicio oral, el cual, según la jurisprudencia, conlleva 

una reducción en el máximo permisible, en función a un séptimo de la pena 

concreta previamente establecida treinta años2, que da como resultado 

veinticinco años y siete meses de privación de la libertad. Sin embargo, en 

atención al principio de proporcionalidad y de dignidad humana esta Sala 

Suprema considera prudente imponerle una pena privativa de libertad de 

veintiún años y ocho meses.  

Séptimo. Sobre el estado de salud del acusado Yoel Quispe Jorge, no se 

evidencia que en el establecimiento penitenciario el acusado no haya 

recibido atención médica, no se trata de una persona incapaz de resistir la 

privación de libertad legalmente decretada por la comisión de un delito tan 

grave como el feminicidio. No obstante, se exhorta a la Sala Superior para que 

realice el seguimiento respectivo, a fin de garantizar el tratamiento adecuado 

de las enfermedades del acusado, en garantía de los Principios y buenas 

prácticas sobre la protección de las personas privadas de libertad en las 

Américas, documento internacional aprobado por la Comisión Internacional 

de Derechos Humanos, en el centésimo trigésimo primer periodo ordinario de 

sesiones, del tres al catorce de marzo de dos mil ocho, en lo que se refiere a 

“trato humano” (principio I), “a la igualdad y no discriminación” (principio II), al “examen 

médico” (principio IX) y a la “salud” (principio X).   

Por consiguiente, los cuestionamientos en este extremo no prosperaron.  

El recurso de nulidad formalizado por el acusado Yoel Quispe Jorge debe ser 

amparado parcialmente.  

2 SALAS PENALES. Corte Suprema de Justicia de la República. Acuerdo Plenario número 5-2008/CJ-116, del 
dieciocho de julio de dos mil ocho, fundamento jurídico vigésimo tercero. 



CORTE SUPREMA  SALA PENAL PERMANENTE  
DE JUSTICIA   RECURSO DE NULIDAD N.° 12-2019 
DE LA REPÚBLICA  LIMA  

7

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces integrantes de la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, DECLARARON 

HABER NULIDAD en la sentencia conformada (foja 419), del diecisiete de octubre 

de dos mil dieciocho, emitida por la Cuarta Sala Especializada en lo Penal para 

Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, en el 

extremo que impuso a Yoel Quispe Jorge, como autor del delito contra la vida, 

el cuerpo y la salud en la modalidad de feminicidio, en agravio de Dominica 

Yulula Véliz Caysahuana, veinticinco años de pena privativa de libertad; y 

reformándola: le IMPUSIERON veintiún años y ocho meses de pena privativa de 

libertad que se computarán desde el veintiuno de marzo de dos mil dieciocho 

y vencerá el veinte de noviembre de dos mil treinta y nueve; y los devolvieron. 

Intervino el señor juez supremo Castañeda Espinoza por licencia del señor juez 

supremo Sequeiros Vargas. 

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

FIGUEROA NAVARRO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

CASTAÑEDA ESPINOZA 

CHÁVEZ MELLA 

CHM/mrvc  


